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Tal como lo ha señalado el Embajador Roberto Álvarez, el día de hoy la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos celebra por cuarto año consecutivo una sesión de trabajo en torno a la resolución de la Asamblea General sobre la Promoción de la Corte Penal Internacional.  En esta oportunidad la Asamblea General ha expresado interés en centrar el debate sobre las “medidas adecuadas que los Estados deben tomar para cooperar con la Corte” (AG/RES. 2279 (XXXVII-O/07)).  

En todas las sesiones anteriores ha quedado claro que la cooperación con la Corte Penal Internacional es esencial para su mejor desempeño.  

Entre las principales ideas presentadas en febrero del año pasado, hay cuatro que merecen nuestra atención para la discusión del día de hoy (véase el documento CP/CAJP 2457/07 rev. 1):


· La cooperación con la Corte Penal Internacional y la Oficina del Fiscal en las diferentes etapas del proceso resultan fundamentales para lograr la plena eficacia del sistema.  En este ámbito la voluntad política es esencial;

· La participación de la sociedad civil y de los organismos intergubernamentales es fundamental en lo relativo a la promoción, difusión e implementación del Estatuto de Roma;

· Se subrayó la importancia de que la Organización de Estados Americanos establezca acuerdos de cooperación con la Corte Penal Internacional y que la Oficina de Derecho Internacional sea el punto de contacto con la Corte;

· Se solicitó la realización de una nueva reunión de trabajo sobre el tema, considerando los aspectos positivos del encuentro que permitieron, entre otros, contar con ilustraciones sobre la adecuada implementación de legislaciones nacionales, la cooperación con las entidades pertinentes y un informe sobre las actividades actuales de la Corte Penal Internacional y la Oficina del Procurador. Dicha nueva sesión de trabajo permitirá continuar con el diálogo establecido en la presente sesión así como hacer un seguimiento de las recomendaciones específicas que contenga la eventual resolución de la Asamblea General. 

Resulta significativo mencionar además que el Estatuto de Roma específicamente incorpora la figura de la cooperación en su Parte nueve (de la cooperación internacional y la asistencia internacional), artículos 86 a 102 y dedica un párrafo preambular en donde se afirma la necesidad de “intensificar la cooperación internacional para asegurar que los crímenes más graves sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia”.

Varios Estados parte al Estatuto de Roma de nuestro hemisferio han adoptado o están en proceso de adoptar legislaciones nacionales destinadas a facilitar la cooperación con la Corte.  En una investigación que preparamos en la Oficina de Derecho Internacional para el uso del Comité Jurídico Interamericano pudimos constatar la existencia de textos legislativos en la materia en seis Estados: Argentina, Canadá, Costa Rica, Perú, Trinidad y Tobago, y, Uruguay.  También conocemos los esfuerzos desplegados en Brasil, Colombia y México, cuyas delegaciones nos informaron en este mismo foro, en la reunión sostenida el año pasado, sobre los esfuerzos que se realizaban en la elaboración de sus respectivas normas nacionales en dicha materia.

Adicionalmente, la Asamblea General en su última resolución (AG/RES. 2279 (XXXVII-O/07)), y haciendo eco de una de las conclusiones de la Sesión de trabajo del año pasado, invita a la Secretaría General a celebrar un acuerdo de cooperación con la Corte Penal, en los siguientes términos:

8. Invitar a la Secretaría General a que designe un punto de contacto para que considere  celebrar un Acuerdo de Cooperación con la Corte Penal Internacional e informe a los Estados Miembros sobre el desarrollo alcanzado para este fin antes del trigésimo octavo período de sesiones de la Asamblea General. 

Al día de hoy, si bien no existe acuerdo entre ambas organizaciones, tal como lo expresara en mi presentación el año pasado existen en la OEA órganos, organismos y entidades que vienen trabajando el tema desde hace muchos años.  

El mejor ejemplo nos lo da la Asamblea General, la cual ha venido adoptando resoluciones en la materia desde el año 2001, es decir un año antes de la entrada en vigencia del Estatuto de Roma (AG/RES. 1770 (XXXI-O/01)). 

Otra ilustración es el trabajo del Comité Jurídico Interamericano (en adelante CJI), órgano que desde el año 2005 ha recibido mandatos en la materia.

Recordemos que en el año 2006 el CJI elaboró un cuestionario sobre “la forma en que la legislación de los Estados miembros de la OEA está habilitada para cooperar con la Corte Penal Internacional”, cuyo informe fuere presentado por el relator del Tema, Dr. Mauricio Herdocia  Sacasa, en marzo de 2006 (y puesto al día en 2007).

En esta mañana tendremos el honor de contar con una exposición del Dr. Mauricio Herdocia Sacasa, miembro del CJI y relator del tema, quien expondrá sobre aspectos particulares de dicho informe. 

Cabe señalar además que el CJI se encuentra realizando una segundo mandato, a la luz de la solicitud que le hiciera la Asamblea General reunida en Panamá el pasado mes de junio de elaborar una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, tomando en cuenta los diferentes sistemas jurídicos que existen en el hemisferio.  A este respecto el párrafo resolutivo noveno lée:

9. Solicitar al Comité Jurídico Interamericano  que conforme a la información recibida y actualizada proporcionada por los Estados Miembros, así como las recomendaciones contenidas en el informe CP/doc. 4194/07, y las legislaciones de cooperación existentes, elabore una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, tomando en cuenta los diferentes sistemas jurídicos que existen en el hemisferio y que la haga llegar al trigésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización. 
Ahora bien, la idea de un acuerdo entre la Secretaría General y la Corte Penal Internacional podría permitir formalizar el trabajo que dicha Secretaría y sus instancias están ya realizando,  y fortalecer los vínculos entre ambas instituciones.

Esta idea de un acuerdo de cooperación con la Corte Penal Internacional no es algo nuevo.  En el año 2006, la entonces Directora de la División de Jurisdicción y Cooperación Judicial, señora Silvia Fernandes de Gurmendi exponía sobre los aspectos positivos de los acuerdos entre la Corte Penal Internacional y los organismos regionales u organizaciones de la sociedad civil.  En la oportunidad ella proponía a la OEA servir o asistir a aquellos Estados que tuvieran dificultades para intercambiar directamente la información confidencial con la Corte.

En este contexto, la reunión del día de hoy es muy pertinente y apropiada puesto que nos permitirá contar con la opinión de los Estados y de los miembros de la sociedad civil en relación al rol que la OEA debe jugar en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional. 

Hace unos meses el Secretario General otorgó a nuestra Oficina el rol de punto de contacto con la Corte, función que hemos tomado con satisfacción.  En la Oficina de Derecho Internacional tenemos el privilegio de participar como secretaría técnica del Comité Jurídico Interamericano y de esta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, ambas instancias analizan importantes aspectos sobre la materia.  

Creemos que el mandato a la Secretaría General de la OEA debería ser, por lo menos en un comienzo, consagrado a una labor de difusión de las actividades de la Corte Penal Internacional en diferentes niveles.   

Esto podría concretarse por ejemplo en el marco de las actividades de promoción del derecho internacional que se establecen en el “programa interamericano para el desarrollo del derecho internacional” adoptado por la Asamblea General en junio del año 1997 en Perú (ver resolución AG/RES. 1471 (XXVII-O/97)).

Recordemos que ese programa interamericano complementa la “Declaración de Panamá sobre la contribución Interamericana al desarrollo y Codificación del Derecho Internacional”, adoptada por la Asamblea General en junio de 1996 en Panamá.  Dos de sus párrafos declarativos resultan muy pertinentes para la propuesta que estamos presentando en el día de hoy (AG/DEC. 12 (XXVI-O/96)) (los subrayados son del autor):

11. Su convencimiento de que es necesario reforzar los vínculos de coordinación y de cooperación de la Organización de los Estados Americanos con otras organizaciones internacionales en el campo del desarrollo progresivo y la codificación del derecho internacional, en especial con las Naciones Unidas. 
12. Su voluntad de que la Organización de los Estados Americanos, a través de cursos, seminarios, estudios y publicaciones en el campo del derecho internacional y de la cooperación jurídica, continúe cumpliendo su importante tarea en la capacitación e información a juristas, diplomáticos, académicos y funcionarios de toda la región.
La Oficina de Derecho Internacional propone elaborar un programa que busque incluir los desarrollos legislativos nacionales y los avances jurisprudenciales de la Corte Penal Internacional en nuestros cursos y jornadas de derecho internacional e involucrar en dichas actividades a jueces, profesores y expertos en la materia. También se podría prever la organización de seminarios dedicados completamente al tema y dirigidos a un segmento particular de la sociedad: jueces, servidores públicos que deban eventualmente interactuar con la Corte, personal de las fuerzas armadas, parlamentarios, diplomáticos, profesores de derecho internacional, etc. 

Somos conscientes que no todos los Estados de la Organización son partes del Estatuto de Roma, y consecuentemente las actividades serían ofrecidas exclusivamente a petición de los interesados. 


El artículo tercero de nuestra Carta de la OEA establece que el “derecho internacional es la norma de conducta de los Estados en sus relaciones recíprocas”, en este contexto es importante para la OEA hacer posible que dichas normas sea conocidas y reconocidas por los Estados. 
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